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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.   

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto – Incidente de desacato – 0
9 de noviembre de 2017
Proceso:                

Acción de Tutela – Declara orden cumplida
Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00995-00

Accionante:   

 ADOLFO TORO QUINTERO
Accionados:     


JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


INCIDENTE DE DESACATO / ORDEN CUMPLIDA. [E]l Juzgado se pronunció mediante auto del 21 de septiembre último (f. 43); allí, después de ratificar su posición acerca de la improcedencia  del recurso de apelación presentado como subsidiario del de reposición contra una sentencia, resolvió, no reponer el auto atacado y, otra vez “negó la apelación subsidiaria incoada”, lo que era ya inconducente, pues eso fue lo que hizo el 19 de julio, y lo que generó, precisamente, el recurso de reposición que se le mandó decidir. De manera que, de los tres elementos aludidos, se tiene que la orden se le dio al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, y fue ese despacho el que se pronunció; se concedió el término de cuarenta y ocho horas, y en ese lapso procedió a ello; y el mandato era resolver el recurso de reposición contra el auto que negó la apelación, que fue lo que hizo, con sus argumentos, que, compártanse o no, le es imposible a la Sala, por la naturaleza del incidente de desacato, modificarlos para proveer de manera diferente. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre nueve de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00995-00

Acta N° 587 de noviembre 9 de 2017
Procede la Sala a decidir el incidente de desacato promovido por Adolfo Toro Quintero, frente al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, ante el incumplimiento que denuncia frente a la orden proferida mediante sentencia del 08 de septiembre pasado, en la acción de tutela que el incidentista formuló en contra del citado despacho.

ANTECEDENTES

 
  


En el fallo aludido, esta Sala resolvió conceder el amparo de los derechos invocados por el accionante y, como consecuencia de ello, se dispuso, en lo pertinente, dejar sin efectos “…el auto del 14 de agosto de 2017, proferido dentro del proceso divisorio que Luz Dary Coy Ramírez inició frente a María Ofelia Quintero de Toro”, ” y se le ordenó al Juzgado accionado que “...en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a dar el trámite que corresponde al recurso de reposición interpuesto contra el proveído del 19 de julio de 2017, en particular en lo que concierne a la negativa del recurso de apelación contra la sentencia.”.
    


   
Señaló el demandante que el día 21 de septiembre del presente año, el despacho, al resolver como mandó el Tribunal, negó de nuevo el recurso de apelación, por no haberse elevado como principal, lo que corresponde a un concepto sin juicio. Frente a ello, presentó otra petición y con auto del día 2 de octubre, se resolvió negativamente, por cuanto ya había resolución en ese sentido, que alcanzó ejecutoria, sin la interposición de recurso alguno. Por ello, solicita que se ordene al Juzgado conceder la alzada pedida en forma reiterada dentro del respectivo proceso divisorio, pues, se ha presentado un manifiesto desacato.


Aportó copia de las piezas procesales pertinentes. 
   
Se hizo un requerimiento previo; como ninguna respuesta hubo, se abrió el incidente y en su traslado, el titular expresó que el expediente se hallaba en calidad de préstamo en otra oficina; no obstante, remitió copia del proveído dictado para el cumplimiento del fallo de tutela (f. 42 y 43). 
 
CONSIDERACIONES 


    





En los términos del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, proferido un fallo de tutela, la autoridad responsable del agravio debe cumplirlo sin demora; y si no lo hace dentro del término que se le otorga, que, en principio, no excede de cuarenta y ocho horas, además de que el juez debe requerir al superior para que lo haga cumplir, incurrirá en desacato, sancionable con multa y arresto, que se impone mediante trámite incidental (art. 52 ibídem) 

Por supuesto que una decisión de tal envergadura, exige que se cumplan unos parámetros que el juez de tutela debe revisar y que se contraen, según construcción jurisprudencial, a verificar (i) a quién se le dirigió la orden; (ii) qué término se le otorgó para acatarla; y (iii) en qué consistió la misma. 

Así, por ejemplo, en la sentencia T-271 de 2015, rememoró la Corte Constitucional que: 

La Corte ha reiterado que, dada la naturaleza especial que tiene el incidente de desacato, el juez que conoce del mismo no puede volver sobre los juicios o las valoraciones que hayan sido objeto de debate en el respectivo proceso de tutela, ya que ello implicaría “revivir un proceso concluido afectando de esa manera la institución de la cosa juzgada”
. De acuerdo con lo anterior, el ámbito de acción del operador judicial en este caso está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente
. En este orden de ideas, la autoridad judicial que decide el desacato debe limitarse a verificar: 

“(1) a quién estaba dirigida la orden; 

(2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; 

(3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T-368 de 2005).

Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho (…)”. 

En este caso, la Sala, con sentencia del 08 de septiembre de 2017, dejó sin efecto el auto del 14 de agosto pasado, dictado por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el proceso divisorio reseñado, por medio del cual se abstuvo de darle trámite al recurso de reposición que se había planteado contra el proveído del 19 de julio anterior, y le ordenó que, en el término de 48 horas, procediera a decidir lo pertinente, ya que su pronunciamiento contenía un punto nuevo, que era la negativa de conceder el recurso de apelación propuesto como subsidiario. 
Para allanarse a lo resuelto, el Juzgado se pronunció mediante auto del 21 de septiembre último (f. 43); allí, después de ratificar su posición acerca de la improcedencia  del recurso de apelación presentado como subsidiario del de reposición contra una sentencia, resolvió, no reponer el auto atacado y, otra vez “negó la apelación subsidiaria incoada”, lo que era ya inconducente, pues eso fue lo que hizo el 19 de julio, y lo que generó, precisamente, el recurso de reposición que se le mandó decidir.  
De manera que, de los tres elementos aludidos, se tiene que la orden se le dio al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, y fue ese despacho el que se pronunció; se concedió el término de cuarenta y ocho horas, y en ese lapso procedió a ello; y el mandato era resolver el recurso de reposición contra el auto que negó la apelación, que fue lo que hizo, con sus argumentos, que, compártanse o no, le es imposible a la Sala, por la naturaleza del incidente de desacato, modificarlos para proveer de manera diferente. 
El accionante, sin embargo, considera que ese pronunciamiento no está acorde con lo que se ordenó en sede de tutela, al negarle la posibilidad de la apelación; sin embargo, como viene de verse, sí se acató el fallo, solo que el despacho judicial se mantuvo en su posición de no aceptar un recurso de apelación que fue interpuesto como subsidiario. 

Es claro que esta Colegiatura ninguna directriz impartió de cómo se debía resolver la reposición; lo que dispuso es que se le diera trámite y a ello se procedió, con independencia de que el resultado fuera favorable o desfavorable a las partes. Y valga resaltar en este punto, que era a la demandante, en particular, a la que le incumbía proponer los recursos que contra esa negativa se advertían viables, según se esbozó en la sentencia de tutela, esto es, la reposición y en subsidio la queja. No obstante, optó solo por el primero, que ya fue resuelto con providencia que adquirió firmeza, desperdiciando la oportunidad de que el juez de segundo grado revisara la magnitud del acierto del juez en la negación de la apelación. 

De allí que no halla la Sala razones para declarar en desacato al titular del juzgado accionado y menos para imponerle sanciones, porque quedó suficientemente acreditado que adelantó las gestiones necesarias para dar cabal cumplimiento al fallo de tutela antes de la queja presentada por el accionante, aunque, finalmente, su conclusión fuera contraria a sus intereses. 
En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil Familia, 

RESUELVE:

  
DECLARAR que por parte del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, no se incurrió en desacato y, por ende, no hay lugar a imponer la doble sanción que trae el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991.


  Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


  DUBERNEY GRISALES HERRERA    
� Sentencia T-188 de 2002.


� En Sentencia T-014 de 2009 se indicó: “A este respecto se resalta, en primer lugar, que no es posible que las consideraciones que se hagan para decidir el incidente conduzcan a la reapertura del tema de fondo, ya decidido mediante la sentencia de tutela. En este sentido debe subrayarse que en ese momento procesal el referido fallo ha hecho tránsito a cosa juzgada, por lo que la decisión en él contenida resulta inmodificable y de obligatorio acatamiento, incluso para el juez que la hubiere proferido. Es claro entonces que nada en el incidente de desacato puede implicar la reconsideración de la decisión cuyo cumplimiento se busca, ni aún con la aquiescencia del beneficiario de aquélla, ni tampoco con la del juez que la originó. // El tema se limita entonces a examinar si la orden emitida por el juez de tutela para la protección del derecho fundamental, fue o no cumplida en la forma allí señalada. La decisión que debe adoptarse dentro de este incidente deberá tener como referente el contenido de la parte resolutiva de la sentencia de tutela cuyo cumplimiento se busca. Así, especialmente si la persona o autoridad accionada no ha estado enteramente inactiva, sino que realizó determinadas conductas a partir de las cuales alega haber cumplido con la orden de tutela que le fuera impartida, será entonces a partir del contenido de dicha parte resolutiva que podrá apreciarse la validez del reclamo planteado y/o las explicaciones de la autoridad o persona accionada.”


� Sentencia T-1113 de 2005.
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